EXTRADICION, JUSTICIA Y NEGOCIACION
En la extradición de los jefes paramilitares primó el interés y las consideraciones políticas sobre las jurídicas. Las razones presentadas por el gobierno para justificar la medida daban para trasladarlos a la justicia ordinaria y privarlos de los amplios beneficios contemplados en la Ley de Justicia y Paz.  Al gobierno central se le había salido de las manos el manejo del proceso de confesión de verdad y reparación. El primero administrado a cuenta gotas y con un cálculo más chantajista que voluntarioso, y el segundo por el engaño evidente en la entrega de bienes y en la devolución de propiedades a las víctimas. Para ajustar, el sistema judicial dio amplias pruebas de ineficiencia y lentitud. La Fiscalía General de la Nación, no obstante generosos recursos asignados, se dejó rebasar por la magnitud del proceso. Es una injusticia total achacarle la culpa de todo a la vilipendiada Ley de Justicia y Paz a la que muchos críticos y movimientos humanitarios han querido darle entierro de tercera, pues es gracias a ella que se ha podido avanzar en el tema de la parapolítica, en el conocimiento de las circunstancias y autores de muchos crímenes y en la localización de cadáveres y tumbas colectivas.

Los críticos de la Ley en mención no han dado tregua en desacreditar un instrumento que mal que bien ha representado una clave poderosa para develar la verdad y encauzar la reinserción de miles de combatientes de los grupos de autodefensa. No quieren reconocer la evidente mejoría que en materia de secuestros, masacres, magnicidios y otros ítems de violencia ha experimentado el país en los últimos 6 años. Las cifras que dan cuenta de ello son ridiculizadas pero en vez de argumentos de peso nos topamos con que la opinión debe creer en lo que dicen los críticos por simple acto de fe, es decir, aunque no presenten argumentos fundamentados en datos o consideraciones empíricas o constatables. Todo lo derrumban con argumentos de autoridad o auto referenciados como  “yo creo, yo pienso, a mí me parece”. Ni siquiera reconocen que las investigaciones de la Corte Suprema de Justicia y de la Fiscalía sobre la infiltración profunda del paramilitarismo en la política y en el estado colombiano, como el debido conocimiento de todos sus intríngulis, se debe al hecho de que esta Ley tan vilipendiada es la que las ha facilitado.
Pero retornemos al tema de esta columna. Decíamos que primaron los intereses políticos en la extradición de los jefes “paras” ya que el Gobierno nacional se libró de las amenazas que representaba su proceder calculado y de la dificultad de tenerlos bajo control y a buen recaudo en razón de la fragilidad del sistema penitenciario colombiano. El gobierno y el presidente en primera línea le envían al mundo un mensaje contundente de deslindamiento con grupos armados ilegales, a la vez que reafirma ante la opinión interna uno de los pilares de la seguridad democrática, la primacía del estado sobre el delito, la prevalencia de la autoridad estatal sobre la amenaza del rearme. Así pues que obtiene ganancias externas e internas y recobra el manejo del proceso con los mandos medios, quienes son los que en efecto tienen el conocimiento de las verdades. El gobierno respondió a fondo y con firmeza ante el reto planteado por los mandos del paramilitarismo que pretendían manejar la verdad como chantaje. Pero, que hayan primado las razones políticas no quiere decir que se haya burlado la ley. La Corte Suprema calificó el proceder del Ejecutivo acorde con la normatividad vigente. Ello quiere decir, entonces, que la Ley de Justicia y Paz sigue vigente y seguirá dando sus frutos a pesar del diagnóstico pesimista de los críticos de la extradición que piensan que esta ley fue un fiasco. No es comprensible que el espíritu antigobiernista nos lleve a negar la evidencia de la desmovilización de más de cuarenta mil efectivos, del encarcelamiento de los jefes, de la emergencia de la verdad, de la recuperación de la voz de las víctimas, del cese de las masacres y de la entrega de armas. La continuidad de algunos grupos aislados de autodefensa y el surgimiento de las llamadas “águilas negras” no se debe interpretar como expresión de fracaso sino como el coletazo de fenómenos de profundas raíces que no desaparecen de la noche a la mañana. Se trata de situaciones sociológicas que han ocurrido en otros momentos y procesos tanto en nuestro país como en otras sociedades y épocas.
Es cierto que quedan flotando en el ambiente varias dudas razonables, en especial las relativas al conocimiento de más verdades, al logro de una real reparación y en cuanto a la continuidad del juicio a los políticos y las elites que hicieron alianzas en materia grave con estos grupos. Al respecto, lo recomendable no es salir a descalificar a priori al gobierno declarando que todo está perdido, sino otorgar el beneficio de una sana espera de que el gobierno norteamericano cumpla los compromisos adquiridos sobre estos tópicos tan sensibles. La verdad está en manos de los mandos medios y esos siguen en los juicios ante la Fiscalía y la Corte Suprema. Las investigaciones de la “parapolítica” también seguirán su curso, pues no dependían necesariamente de las declaraciones de los jefes y en materia de reparación hay que aceptar que se puede lograr la reversión de mayores recursos por vía de expropiación y extinción de dominio que por los gestos voluntarios de los victimarios. Por lo demás, el estado, en buena hora, ha procedido a aprobar una ley de reparación por vía administrativa que garantiza un mínimo a cada una de las víctimas de la violencia paramilitar.
El proceso de desmovilización de las autodefensas es un proceso abierto, inédito, muy experimental, por tanto, da lugar a ajustes y recomposiciones. La aplicación de la Justicia Alternativa, es un tema que apenas se está echando a andar en el mundo y en tal sentido Colombia es un laboratorio. Sabemos que la verdad y la reparación absoluta de las víctimas, tal como desafortunadamente está siendo orientada por algunas organizaciones humanitarias y políticas de oposición, aunque deseable es un imposible. Por lo mismo sabemos que no todo está sujeto a un libreto preestablecido. Quizás esta grave decisión tomada con singular pulso firme por el Presidente Uribe ponga de presente la necesidad urgente de abocar los graves problemas del momento con un gran consenso político y social. Debería haber concurrencia de todos los sectores de la política y la sociedad para enfrentar el narcotráfico y la violencia. Mucho ganaría el país en el plano interno y en el externo si se actúa de manera consensuada y se asume una posición de respaldo a todo aquello que conduzca al fortalecimiento del estado de derecho y de la primacía de la ley. El presidente Uribe está en mora de liderar esta iniciativa.
Por otra parte hay que mirar también aquellos aspectos en los que puede haber consecuencias negativas por la aplicación de la extradición en esta forma tan drástica y colectiva. Es probable que otros grupos ilegales guerrilleros y paramilitares piensen que no vale la pena negociar con un estado que puede terminar extraditando a sus cabecillas y que eso nos llevaría a tener como única opción de salida el triunfo militar o el sometimiento incondicional de tales grupos a la ley. Pero, a este respecto cabe decir lo mismo que dijimos frente a otras dudas y aprehensiones, hay que ser vigilantes y darle tiempo a los procesos. Si nuestra Justicia fuese eficiente y pronta, con toda seguridad no se tendrían que tomar medidas tan enérgicas y podríamos confiar más en nuestras propias instituciones y capacidades, pero, desgraciadamente no es así. La recuperación del Estado y del imperio de la Ley tomará unos años más, mientras tanto, el estado y la sociedad deben entender que en nuestros problemas hay mucho sabor a las tragedias griegas en las que frente a una situación dilemática cualquier decisión que se tome implica beneficios y sacrificios.
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